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P R E S E N T A C I Ó N

La situación venezolana, tal y como lo ha ratificado la Misión Internacional e
Independiente de Determinación de los Hechos de ONU (desde ahora MII) en su última
actualización oral durante el 55 periodo de sesiones del Consejo de Derechos Humanos
de la ONU, sigue siendo de gran preocupación en la región, más aún en el marco del
actual contexto electoral. Al respecto, a partir de la proximidad de la fecha establecida
para las elecciones presidenciales en Venezuela se han registrado nuevos casos de
agresiones contra la sociedad civil en general, cuya finalidad ha sido la intimidación y
desarticulación del movimiento social mediante la imposición de controles
administrativos, judiciales y legislativos, así como la utilización de la persecución como
mecanismo de control social[1]. Sobre este aspecto, la  MII expresó: 

La estructura represiva del Estado no se había desmantelado y continuaba representando
una amenaza latente que podía activarse cuando el Gobierno lo estimara necesario. La
Misión reitera que la represión funciona a través de dos modalidades, dependiendo del
contexto. Una más violenta que se activa para silenciar las voces de la oposición a cualquier
precio, incluso mediante la comisión de delitos, y otra que crea un clima de temor e
intimidación que restringe el ejercicio libre de los derechos fundamentales… la Misión
observa una repetición de los mismos patrones de violación de derechos humanos contra
personas opositoras o percibidas como tales, que incluye a personas defensoras de los
derechos humanos que se atreven a criticar, denunciar o a protestar por decisiones o
políticas del Gobierno[2].

En el contexto electoral históricamente existe un mayor cierre del espacio cívico
caracterizado por la profundización de la persecución. En los últimos años se ha
intensificado la criminalización y amenaza para las personas y organizaciones
defensoras de derechos humanos en Venezuela. Entre 2018 y 2023, por medio de un
monitoreo independiente, COFAVIC registró 2398 presuntos ataques contra
organizaciones y personas defensoras, lo que muestra la profundización del patrón de
persecución contra las expresiones de la sociedad civil organizada en Venezuela. 

En nuestra más reciente investigación sobre libertad religiosa en Venezuela, publicada
en julio de 2023, remarcamos la importancia de las organizaciones vinculadas a la
acción social de instituciones religiosas o de culto, y su relevante labor en zonas con
población vulnerable. De este modo, se han convertido en una amplia red de apoyo y
confiabilidad[3] en conjunto con otras organizaciones de la sociedad civil[4].  Para la
fecha del presente reporte el contexto se ha complejizado aún más debido a nuevos
anuncios estatales acerca de aplicar otras restricciones administrativas que, sin duda,
afectan gravemente su labor operativa en lo administrativo. También, debemos resaltar
que se mantiene el contexto de agresiones en contra de organizaciones e instituciones
religiosas durante el primer trimestre del año 2024, debido a que se han registrado 



18 casos de agresiones en donde el 38,9% han sido presuntamente cometidas por
funcionarios públicos, y otro 33,3% por personas o grupos presuntamente
simpatizantes al partido de gobierno. 

El presente reporte tiene como objetivo profundizar en la tipología de agresiones en
contra de estas organizaciones que tienen vinculación con alguna institución religiosa y
que llevan a cabo un proceso de acción social, no tan solo en el acompañamiento
frente a la grave crisis, sino en el ejercicio de derechos humanos como libertad de
expresión, asociación, ambas ligadas a la libertad religiosa todas reconocidas por la
Constitución de la República Bolivariana de Venezuela y distintos instrumentos
internacionales. En este proceso de análisis se profundizó en el estudio de agresiones
desde diferentes plataformas de comunicación masiva de distinto formato. 
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El monitoreo se realizó mediante una metodología de documentación independiente
que, se centró en agresiones contra organizaciones de la sociedad civil que tienen
vinculación con instituciones religiosas, así como personas, líderes, ministros,
congregaciones, entre otras, que ejercen derechos como; libertad religiosa, libertad de
asociación y libertad de expresión. 

La sistematización de los datos registrados al periodo 2001 a 2023 fue realizada con un
trabajo que tuvo una duración de 15 meses, mediante el registro ordenado de la
información obtenida de diferentes fuentes informativas tanto primarias como
secundarias, incluidas, entrevistas a víctimas, jornadas de documentación,
declaraciones públicas, redes sociales, portales de noticias, programas de televisión
nacional, entre otros. En esa misma línea, se realizó el procesamiento de los datos
relacionados con las agresiones recibidas por las diferentes comunidades religiosas,
entre las que se encuentran, las categorías de estigmatización, difamación, restricción
de funciones, vandalismo, robo, agresiones físicas, agresiones verbales, amenazas e
intimidación, entre otros, con el objetivo de evaluar los patrones identificados
(presuntos perpetradores, medios, relevancia del cargo de la víctima, zonas geográficas
donde se producen, modalidad del ataque, entre otros) y su correlación con estas
categorías de agresiones.

Asimismo, se analizaron los principales estándares internacionales en la materia y la
legislación nacional e internacional aplicable, acompañado del análisis y estudio de los
datos recolectados, con entrevistas confidenciales a diferentes grupos pertenecientes
a instituciones religiosas en el país, que se utilizaron de marco referencial para
comprender el contexto y el impacto que tiene el mismo sobre el ejercicio del derecho
a la libertad religiosa y de asociación, libertad de expresión e información en
Venezuela. 

La base de datos está estructurada con categorías de patrones registrados desde el
estudio diario de la información recabada. La investigación se abordó desde la revisión
de más de 250 medios de comunicación (digitales, portales web, cuentas de Instagram,
aplicación X, canales de YouTube, portales y medios como: Aciprensa, ABC, BBC,
Aporrea, El Nacional, El Pitazo, entre otras). El monitoreo también incluye entrevistas
directas con grupos o personas de organizaciones religiosas que han sido presuntas
víctimas de situaciones que atenten contra derechos como la libertad religiosa y otros
conexos como la libertad de expresión y libertad de asociación. 

M E T O D O L O G Í A



Se procesaron los datos cualitativos y cuantitativos, mediante  herramientas
estadísticas, como gráficas, filtración de datos y variables, tablas dinámicas,
cuantificación de las categorías, cálculos de indicadores, análisis e interpretación de
los datos estadísticos para la comprensión de los resultados, identificación del
comportamiento y dinámica del contexto referente a la vulneración de los derechos
mencionados. 

Importante recalcar que la información recopilada en este reporte no indica que sea la
realidad total de agresiones vividas por parte de estas instituciones u organizaciones,
sino que es una investigación realizada por el equipo de COFAVIC en el marco de la
metodología aquí planteada. 



CONTEXTO GENERAL DE
AGRESIONES Y RESTRICCIONES
CONTRA LA SOCIEDAD CIVIL

En Venezuela existe actualmente un andamiaje de restricciones en contra del libre
accionar de la sociedad civil en el país, que va desde lo judicial, legislativo y
administrativo las cuales debilitan la operatividad financiera y administrativa de las
organizaciones y su ejercicio a la libertad de asociación, expresión, entre otros[5]. 

Las limitaciones al derecho asociación mediante  de resoluciones que limitan el libre
accionar de las organizaciones, atacan a su corazón operativo con la creación de
mecanismos con argumentos indeterminados de luchar contra delitos como la
delincuencia organizada, legitimación de capitales y terrorismo, imponiendo nuevos
registros con requisitos de imposible cumplimiento bajo amenaza de sanción[6] y la
hipervigilancia del sector bancario por parte de los órganos encargados, quienes han
reconocido ante el Grupo de Acción Financiera del Caribe (GAFIC) que la
Superintendencia del Sector Bancario venezolano ha realizado el monitoreo de 9960
cuentas de la sociedad civil[7].  

Esta amenaza se ve claramente materializada en el nuevo Proyecto de Ley de
Fiscalización, Regularización, Actuación y Financiamiento de las Organizaciones No
Gubernamentales y Afines el cual fue aprobado el 24 de enero de 2023 en primera
discusión en la Asamblea Nacional[8].

Como desarrollaremos más adelante, este Proyecto de Ley configura una amenaza
directa a los principios y obligaciones esenciales de la democracia y contra los
derechos humanos.  El proyecto desde su exposición de motivos y en su articulado,
presupone que las organizaciones de la sociedad civil son un enemigo del proyecto
político de la revolución socialista, y por ello parte de la premisa errada de
enfrentarlas bajo los conceptos de “soberanía” y lucha contra el “terrorismo”[9]. 

La existencia de una sociedad civil es fundamental en toda democracia y su libre
actuar es indispensable para definir a una sociedad democrática. En ese sentido,
conforme a la Constitución venezolana y a los estándares internacionales, el Estado
venezolano tiene la obligación de respetar y proteger el trabajo de las ONG como una
expresión democrática de la libertad y los derechos de asociación, libertad de
expresión y participación, entre otros[10].  El Comité de Derechos Humanos de la ONU
en su último examen al Estado venezolano, recomendó: 



De aprobarse esta ley, todas las organizaciones civiles sin fines de lucro serán
afectadas en su viabilidad operativa, dado que serán sometidas a un nuevo y adicional
control de autorización para obtener su “personalidad jurídica” y poder actuar
válidamente. La MII ha reconocido en sus informes: 

Derogar o abstenerse de adoptar cualquier medida o ley que pueda limitar el ejercicio del
derecho a la libertad de asociación o dé lugar a un control indebido de las organizaciones de
la sociedad civil o una injerencia a sus actividades” además recomendó “establecer un
entorno seguro y propicio para que todas las organizaciones de la sociedad civil puedan
realizar sus actividades sin temor a represalias[11]. 

El poder judicial se ha convertido en un instrumento de represión (...) La Misión documentó
casos en que miembros del poder judicial participaron, por acción u omisión, en la
perpetración de graves violaciones de los derechos humanos. Esto es especialmente en el
caso del enjuiciamiento penal de opositores políticos, casos que han demostrado violaciones
recurrentes de las garantías procesales[12].

Asimismo, en su informe de septiembre de 2021 la MII concluyó que “el Poder Judicial
no ha actuado como contralor de otros actores estatales, lo que pudo haber
perpetuado la impunidad de los crímenes cometidos. La Misión observó que
determinados jueces y fiscales podrían detentar responsabilidad individual por
violaciones específicas si se demuestra que eran conscientes de estas violaciones y
que actuaron de forma intencional”[13]. El ejemplo más reciente de este contexto de
persecución fue expresado por la Oficina del Alto Comisionado para los Derechos
Humanos de ONU (OACNUDH) durante la sesión 55 del Consejo de Derechos Humanos,
en su actualización oral: 

En tanto Venezuela entra en un ciclo electoral, con elecciones presidenciales programadas
para el 28 de julio de este año, me preocupan mucho las medidas para restringir
indebidamente el espacio cívico y democrático, incluidos los casos de detención,
intimidación y estigmatización de miembros y simpatizantes de los partidos de oposición.
Los derechos humanos, como la libertad de expresión, reunión y asociación, y un entorno
seguro son precondiciones esenciales para los procesos electorales y deben ser protegidos.
Reitero los llamados anteriores para que los procesos electorales nacionales de Venezuela
sean transparentes, inclusivos y participativos. Las personas defensoras de derechos
humanos siguen enfrentándose a la represión, la detención arbitraria y las amenazas, entre
ellas Javier Tarazona y Rocío San Miguel[14]

Con respecto al derecho de libertad de asociación la OACNUDH expresó en esta
actualización oral: “En este contexto, también hago un llamado a las autoridades para
que se abstengan de adoptar el Proyecto de Ley de Fiscalización, Regularización,
Actuación y Financiamiento de Organizaciones No Gubernamentales y Afines en
Venezuela, que incluso podría impedir la entrega de ayuda y asistencia humanitaria
vital”[15].  En este mismo sentido, importante resaltar ejemplos de restricciones a la
libertad de asociación se encuentran mediante la intervención de organizaciones de la
sociedad civil como es el caso de la Cruz Roja venezolana que fue intervenida por la 9



Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia (TSJ) bajo la decisión N°. 1057 del
04 de agosto de 2023, y restructuró la participación de sectores de la sociedad civil
venezolana creando una junta restructuradora ad hoc, que estará bajo su control16]. 
En fecha 11 de agosto de 2023, la misma Sala Constitucional dictó la sentencia Nro.
1160, mediante la cual interviene al Partido Comunista de Venezuela (PCV), con ocasión
de la acción de amparo constitucional presentado en contra de su directiva, en fecha
10 de julio de 2023, esta decisión ordenó la creación de una junta directiva ad hoc,
responsable de organizar los procesos democráticos internos que garanticen los
derechos a la participación política de los asociados, de acuerdo por lo dispuesto por
la Sala[17]. Ahora bien, no es la primera vez que un partido político es judicializado en
Venezuela, desde 2012, este patrón se ha ido repitiendo en el tiempo[18]. 

Ambas decisiones configuran una grave restricción a los derechos de libertad de
asociación y libertad de expresión e información, mediante la utilización de las
instituciones públicas del poder público nacional en el ejercicio de funciones que
exceden de las legalmente establecidas por el ordenamiento jurídico venezolano, en
tanto no existe una regulación que sustente una intervención administrativa o judicial
sobre organizaciones de la sociedad civil en los términos que describe la decisión
judicial en cuestión[19].

Según diversas entrevistas con organizaciones sin fines de lucro que tienen vinculación
con las principales instituciones religiosas en el país, su acción social en su mayoría
está dirigida a sectores de asistencia en salud, educación y humanitario, lo que les ha
llevado a crear redes de integración para brindar una respuesta integral[20]. En este
sentido, desde estas distintas áreas se han llevado a cabo diferentes acciones de
exigencia de derechos, por ejemplo, el gremio de la educación[21] rechazado las
políticas de reivindicaciones salariales y las desmejoras que han enfrentado los últimos
años, en el ejercicio de la manifestación pacífica, es así que han participado
organizaciones que se encuentran vinculadas a instituciones religiosas en el país, que
también se ven afectadas por la vulneración de sus condiciones laborales[22]. 

En datos del observatorio de Conflictividad Laboral y Gestión Sindical (INAESIN) se
registraron durante todo el año 2023[23] protestas para exigir mejoras salariales y
laborales, entre ellas, las realizadas por el gremio de docentes, las cuales ocuparon el
36.36% solo para el mes de diciembre[24]. Asimismo, el mes de enero del 2024,
registro que el 67.57% de las situaciones en las que se suscitaron protestas por
exigencia de derechos laborales, tuvo la participación del gremio de docentes, quienes
solicitaron al Estado mejoras laborales y salariales[25]. Se observa, que las exigencias
de derechos por parte de los educadores en Venezuela han sido sostenidas en el
tiempo, esto como el resultado de la falta de respuesta por parte de las autoridades
venezolanas a las solicitudes realizadas por este grupo de profesionales. 



La Constitución de la República Bolivariana de Venezuela establece el reconocimiento
de los derechos de libertad de asociación, libertad religiosa y otros derechos conexos
como la libertad de expresión, así como los principios y garantías a los que debe
atender el Estado y los distintos Poderes Públicos que lo forman cuando restringen o
regulan tales derechos. 

Es el caso, de los artículos 19[26] y 21[27] ejusdem, quienes describen los principios de
progresividad, no discriminación e igualdad ante la ley, en concordancia con el artículo
23[28], del mismo cuerpo normativo, mediante el cual se otorga la jerarquía
constitucional y prevalencia en el orden interno a los tratados suscritos por la
República sobre goce y ejercicio de todos los derechos humanos.  Con respecto al
derecho de asociación la Constitución contempla que, “toda persona tiene derecho de
asociarse con fines lícitos, de conformidad con la ley. 

El Estado estará obligado a facilitar el ejercicio de este derecho”[29].  En la misma
línea, dispone en cuanto a la libertad de expresión del pensamiento que “toda persona
tiene derecho a expresar libremente sus pensamientos, sus ideas u opiniones de viva
voz, por escrito o mediante cualquier otra forma de expresión, y de hacer uso para ello
de cualquier medio de comunicación y difusión, sin que pueda establecerse censura.
Quien haga uso de este derecho asume plena responsabilidad por todo lo expresado.
No se permite el anonimato, ni la propaganda de guerra, ni los mensajes
discriminatorios, ni los que promuevan la intolerancia religiosa”.  Asimismo, con
respecto a la libertad de religión y culto dispone:

REGULACIÓN DE LOS DERECHOS DE
LIBERTAD DE ASOCIACIÓN Y LIBERTAD
RELIGIOSA EN EL ÁMBITO INTERNO 

Disposiciones que regulan la libertad religiosa o de culto

Constitución de la República Bolivariana de Venezuela

El Estado garantizará la libertad de religión y de culto. Toda persona tiene derecho a
profesar su fe religiosa y cultos y a manifestar sus creencias en privado o en público,
mediante la enseñanza u otras prácticas, siempre que no se opongan a la moral, a las buenas
costumbres y al orden público. Se garantiza, así mismo, la independencia y la autonomía de
las iglesias y confesiones religiosas, sin más limitaciones que las derivadas de esta
Constitución y de la ley. [...] Nadie podrá invocar creencias o disciplinas religiosas para eludir
el cumplimiento de la ley ni para impedir a otro u otra el ejercicio de sus derechos[30].
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Observamos que la Constitución, en el reconocimiento de estos derechos, solo los
restringe cuando el objeto de su ejercicio sea ilícito, atente contra el derecho de los
demás y del orden público, y obliga al Estado, en su posición de garante, al resguardo y
facilitación del ejercicio de estos.

COFAVIC ha identificado  disposiciones legales que comprometen el ejercicio del
derecho de libertad de religión y culto, al mismo tiempo que vulneran el derecho de
asociación y libertad de expresión de organizaciones e instituciones religiosas
partiendo de la premisa de que estas tienen como fin el que todas las personas
puedan expresar su voluntad de congregarse, reunirse y asociarse conforme a sus
creencias, crear espacios, desarrollar acción social, construir, ayudar, establecer
comunidades, entre otras actividades, sin injerencias por parte del Estado.

Código Civil

Artículo 19.- Son personas jurídicas y, por lo tanto, capaces de obligaciones y derechos: 1º La
Nación y las Entidades políticas que la componen; 2º Las iglesias, de cualquier credo que
sean, las universidades y, en general, todos los seres o cuerpos morales de carácter público;
3º Las asociaciones, corporaciones y fundaciones lícitas de carácter privado. La personalidad
la adquirirán con la protocolización de su acta constitutiva[31] en la Oficina Subalterna de
Registro del Departamento o Distrito en que hayan sido creadas, donde se archivará un
ejemplar auténtico de sus Estatutos.

El Código Civil (CCV) es la ley que regula las relaciones entre particulares, así como lo
relativo a la capacidad de las personas;  en ese sentido, establece la forma de
constitución de las personas jurídicas en sentido estricto, siendo este el requisito sine
qua non, para el otorgamiento de la personalidad jurídica a entes físicos acreedores de
derechos y obligaciones. 

Asimismo, como establece esta regulación general el Código Civil también establece
disposiciones normativas en las que hace específica referencia a la persona jurídica
fundaciones, en lo que respecta a sus formas de constitución (Artículo 19)[32], su
dirección y administración (Artículo 21[33] y 22[34]), así como su extinción (Artículo
23[35]).

En esta misma línea, el artículo 1651 del CCV[36] ratifica lo dispuesto en la norma
anterior, cuando hace referencia a que las sociedades civiles al cumplir con la
protocolización de sus actas, ante la Oficina Subalterna del Registro Público
correspondiente, adquieren la personalidad jurídica y tienen efecto contra terceros.
Por otro lado, encontramos disposiciones donde las iglesias o ministros, poseen
limitaciones relacionadas con la posibilidad de ejercer un derecho; es el caso de la
capacidad para recibir mediante testamento, tal como lo dispone el artículo 841 del
CCV[37].



De estas disposiciones normativas se desprende el argumento de que no es necesario
el subregistro que en la actualidad han creado leyes o providencias administrativas,
con las que se pretende condicionar la existencia y ejercicio de los derechos y deberes
derivados de la personalidad jurídica adquirida con la protocolización de las actas y
estatutos, de conformidad con este código. 

Código Penal
El Código Penal contiene las disposiciones sustantivas que establecen la prohibición de
ciertos actos en protección de determinados bienes jurídicos. Es así como, en el Título
II, de esta norma, el legislador incluye supuestos de hechos y la correspondiente
consecuencia jurídica a quien vulnere el derecho a la libertad de culto; en este sentido
encontraremos delitos que por su naturaleza son de acción pública o de acción
privada, dentro de los que destacan los contenido en los artículos 167[38] (Ofensa
dirigida a un culto) 169[39] (Agresión a una persona en razón de su religión y delito
cometido contra un ministro de culto), 170[40] (Daño a lugares destinados al culto),
171[41] (Profanación en cadáveres), 172[42] (Profanación de tumbas) y el 168[43]
(Vilipendio contra persona que profese). Con estos artículos, el Código Penal viene a
proteger el ejercicio de la libertad de culto penando o multando a aquellas personas
que intencionalmente entorpezcan o impidan su práctica, mediante agresiones, daños,
entre otros. 

Además de estas disposiciones, en el Código Penal encontraremos, en su Título III, la
tipificación de delitos relacionados con el abuso de poder por parte de ministros de
culto en el ejercicio de sus funciones, con el objetivo de proteger la cosa pública, en
tal sentido, observamos tipos penales como el vilipendio contra las instituciones, las
leyes de la República o los actos de autoridad (Artículo 209[44]), excitación al
menosprecio y desobediencia de instituciones, leyes o disposiciones de la autoridad
(Artículo 210[45]), quebrantamiento de la Ley sobre el Patronato Eclesiástico (Artículo
211[46]) y la comisión de un delito prevaliéndose de su carácter de ministro (Artículo
212[47]).

Finalmente, en el Titulo X, en lo que respecta a los delitos contra la propiedad,
aparecen como agravantes de la comisión del delito de hurto, cuando este se cometa
con el objetivo de apoderarse de cosas que están destinas a la práctica de un culto
(Artículo 452[48]) o en aprovechamiento de una vestimenta vinculada a la religión
(Artículo 453[49]).
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Código Orgánico Procesal Penal
En el caso del Código Procesal Penal, este contiene la disposición normativa que exime
de la obligación de declarar a los ministros o ministras de cualquier culto, según
noticias que se le hubiesen revelado en el ejercicio de sus funciones parte de su
ministerio[50]. Además, no están obligados a formular denuncia por noticias que se les
haya revelado en el ejercicio de su profesión (bajo confesión)[51].

Código Orgánico Penitenciario
En el Código Penitenciario se reconoce la libertad religiosa como un derecho de las
personas privadas de libertad, por lo cual, no pueden ser discriminados por motivos de
nacionalidad, religión, credo, entre otras[52], y señala expresamente en su artículo 15
que las personas privadas de libertad tienen derecho a “profesar y practicar la religión
y culto de su preferencia, a manifestar sus creencias mediante la enseñanza u otras
prácticas, siempre que éstas no se opongan a la moral, las buenas costumbres y al
orden interno”[53]. 

En esa misma línea, el artículo 156 ejusdem reconoce como actividades para la
redención de la pena el trabajo en cualquier rama de la actividad económica de
utilidad social o en cualquier culto y religión, siempre que haya sido organizado y
supervisado por la junta de trabajo del establecimiento penitenciario[54].

 Ley de Orgánica de la Educación 
La presente ley, en su artículo 7, establece que la educación será de carácter laico lo
que significa que el Estado preservara su independencia respecto a todas las
corrientes y organismos religiosos, además de mencionar que las familias tienen el
derecho y la responsabilidad de la educación religiosa de sus hijos e hijas de acuerdo
con sus convicciones y de conformidad con la libertad religiosa y de culto, prevista en
la Constitución de la República[55].

Ley Orgánica de los Pueblos y Comunidades Indígenas
Esta ley profundiza el derecho a la libertad de religión y culto en los pueblos y
comunidades indígenas, determinando que existe una cultura propia de estas
comunidades en donde se debe garantizar el ejercicio de su identidad propia y por
consiguiente su religión, creencia y culto, así como sus lugares sagrados[56].  Existe en
esta ley una restricción para las instituciones religiosas que tengan contacto o trabajo
profundo con pueblos y comunidades indígenas quienes deberán cumplir con el 



proceso de información y consulta establecido en la misma ley y en ningún caso,
podrán imponer sus cultos o disciplinas religiosas a los pueblos y comunidades
indígenas, ni negar sus prácticas y creencias religiosas propias[57].  El Estado
venezolano tiene una obligación adicional de protección de todos los “lugares
sagrados y de culto de los pueblos y comunidades indígenas. Los pueblos y
comunidades indígenas determinarán aquellos lugares que, por su significado cultural,
espiritual e histórico, no pueden ser objeto de prácticas que profanen o alteren
negativamente los referidos lugares”[58].

Finalmente, es importante hacer referencia que la Subcomisión Nacional sobre
Religión y Culto, durante el año 2022, anunció que se encontraban trabajando en un
Proyecto de Ley sobre Libertad de Religión y Culto, en el que expresaban que dicho
proyecto tiene como principal atributo reconocer a la iglesia como un concepto
amplio, en el que se incluyen la práctica de los cultos de comunidades ancestrales del
país[59].
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PRINCIPALES REGULACIONES
AL FUNCIONAMIENTO LIBRE E
INDEPENDIENTE DE LA SOCIEDAD CIVIL  

Judiciales

Resolución del 27 de octubre del 2020 que regula las
ONG no domiciliadas en Venezuela[61]

El Tribunal Supremo de Justicia de la República Bolivariana de Venezuela (TSJ) emitió
decisiones[60] que limitan seriamente el accionar de la sociedad civil venezolana
respecto a su financiamiento, nacionalidad de sus integrantes y forma de organización,
puesto que en estos dictámenes se estableció que los voceros de las organizaciones
de la sociedad civil no podían ser ni extranjeros ni religiosos, así como tampoco recibir
financiamiento del exterior, lo que restringe el ejercicio del derecho a la participación
ciudadana consagrado en la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela.

Administrativas

Esta resolución fue publicada en Gaceta Oficial N°. 41994. Contiene normas especiales
para el reconocimiento y funcionamiento de las organizaciones asociativas no
gubernamentales que no están domiciliadas en Venezuela, en la cual se restringe su
ámbito de actuación y al mismo tiempo constituye, en la mayoría de los casos, un
impedimento para que las ONG nacionales puedan formar alianzas estratégicas con
organizaciones que no cumplan con los requerimientos que establece dicha
resolución. 

En tal sentido, se estableció la obligatoriedad de inscripción ante el Registro Especial
Automatizado de Organizaciones No Gubernamentales No Domiciliadas (REGONG), para
las ONG no domiciliadas en Venezuela, que realicen o pretendan realizar actividades
sin fines lucro mediante  de una representación o una sede instalada en el territorio
nacional, indicando el procedimiento de inscripción, requisitos de la solicitud y
habilitación, en este particular, la inscripción y la prórroga solo podrán ser negadas
por motivos de orden público y de soberanía. 



Circular del 20 de noviembre de 2020 de la
Superintendencia de las Instituciones del Sector

Bancario (SUDEBAN) [62]

La Superintendencia de las Instituciones del Sector Bancario (SUDEBAN) instruyó a la
Banca Nacional, por medio de la Circular SIB-DSB-CJ-OD-06524, el monitoreo de las
operaciones financieras realizadas específicamente por medio de organizaciones no
gubernamentales para la identificación de la o las personas naturales o jurídicas que
reciban o envíen fondos a las ONG que puedan ser consideradas como responsables
de actividades sospechosas o inusuales (Legitimación de Capitales, financiamiento al
terrorismo, etc.).

Providencias Administrativas
ONCDOFT Nro.001[63] y 002[64]

En fecha 30 de marzo de 2021 fue publicada en Gaceta Oficial No. 42098 la Providencia
Administrativa Nro. ONCDOFT-001-2021, y en fecha 29 de abril de 2021 se publicó una
nueva providencia, la 002;  esta última vino a corregir algunos artículos de la primera.
Estos actos administrativos fueron dictados para desarrollar la competencia de la
Oficina Nacional Contra la Delincuencia Organizada y Financiamiento al Terrorismo,
asimismo estableció como obligación, para las organizaciones de la sociedad civil, la
inscripción en el Registro Unificado de Sujetos Obligados ante la Oficina Nacional
Contra la Delincuencia Organizada y Financiamiento al Terrorismo (RUSO-ONCDOFT),
creado por la Providencia administrativa. 

El objeto y ámbito de aplicación de esta providencia es someter al “control,
supervisión, fiscalización y vigilancia” de la ONCDOFT a toda persona natural o jurídica,
en particular a organizaciones de la sociedad civil, quienes quedan obligadas a
entregar información sensible con respecto al trabajo independiente que realizan,
entre ellas, la información con respecto a los beneficiarios o víctimas a quienes
acompañan, bajo la amenaza de cierre operativo de la organización o alguna otra
sanción penal establecida en la Ley Orgánica contra la Delincuencia Organizada y
Financiamiento al Terrorismo.

Legislativas

Ley Orgánica de Seguridad de la Nación

Esta ley fue promulgada en el año 2002 y su contenido criminaliza aquellas
actividades que puedan “perturbar el funcionamiento” de un amplio catálogo de
instalaciones militares, civiles, industriales o incluso vías de comunicación[65]. 
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Proyectos de Ley de Cooperación Internacional (PLCI)

Se trata de varios proyectos de ley que han buscado condicionar el acceso a los
fondos de cooperación internacional a políticas y criterios determinados por el Poder
Ejecutivo, el cual estaría facultado también para cambiar unilateralmente los criterios
por los cuales otorga estatus legal a una organización de la sociedad civil. Cabe
destacar que desde 2006 a la actualidad se han discutido cinco proyectos de Ley de
Cooperación Internacional en la Asamblea Nacional: 2006[66], 2010[67], 2015[68],
2021[69] y 2022[70].  Hasta ahora no se han llegado a aprobar. 

Ley Orgánica contra la Delincuencia Organizada
y Financiamiento al Terrorismo

Este instrumento fue promulgado en el año 2005 y reformado en el año 2012.  Esta
norma tipificó ambiguamente los delitos de terrorismo, financiamiento al terrorismo,
asociación, y delincuencia organizada, los cuales han sido utilizado por los órganos del
Poder Público, entre ellos los cuerpos de seguridad del Estado, para amenazar a
organizaciones y personas defensoras de derechos humanos; de igual forma sentó las
bases para el establecimiento de la Oficina Nacional sobre la Delincuencia Organizada
y Financiamiento al Terrorismo, la cual ha emitido nuevas restricciones
administrativas[71].

Ley de la Defensa de la Soberanía Política 
y la Autodeterminación Nacional

En 2010 se promulgó la Ley de la Defensa de la Soberanía Política y la
Autodeterminación Nacional, la cual sentó las bases de un sistema legal que permite
sancionar a las organizaciones que reciban aportes financieros o ayudas económicas
de parte de personas u organismos extranjeros. Del mismo modo, persigue y sanciona
con expulsión del territorio venezolano a todas las personas extranjeras que “emitan
opiniones que ofendan las instituciones del Estado, sus altos funcionarios o altas
funcionarias” en el marco de actividades efectuadas por organizaciones locales[72].

Ley Constitucional contra el Odio por la Convivencia
Pacífica y la Tolerancia[73]

En el marco de la creación de la Asamblea Nacional Constituyente en 2017 y mientras
el país atravesaba un contexto de protestas generalizadas, esa entidad creó varias
leyes a las cuales se les otorgó categoría de “Ley Constitucional”; entre estas se
encuentran la Ley Constitucional contra el Odio, por la Convivencia Pacífica y la
Tolerancia, un instrumento normativo de naturaleza inconstitucional pues fue dictada
por un órgano sin competencia para sancionar leyes, de acuerdo con la Constitución. 



Debe decirse de dicha Ley Constitucional, ante todo, es absolutamente inconstitucional,
pues en la Constitución de 1999 no existen leyes constitucionales, y las leyes solo son los
actos sancionados por la Asamblea Nacional como cuerpo legislador (art. 202). La Ley
Constitucional dictada, por tanto, es contraria a la Constitución, y siendo un acto usurpador
de la potestad legislativa que corresponde en exclusiva a la Asamblea Nacional, es y debe
considerarse como un acto nulo de nulidad absoluta (art. 138 de la Constitución)[74].

Aunado a ello, esta norma establece regulaciones que vulneran los principios de
presunción de inocencia, legalidad y proporcionalidad; también, con fundamento en el
derecho a la paz, restringe el derecho de libertad de expresión de pensamiento e
Igualdad ante la ley. Debido a lo anterior, es utilizada para perseguir, hostigar,
amenazar y criminalizar a aquellas personas cuya discurso frente a la ciudadanía
venezolana no comulgue con las políticas promovidas por el Estado, o se identifique
como opositor al plan de Gobierno. Al respecto, la Academia de Ciencias Políticas y
Sociales señaló en un comunicado público: 

El acto que se califica como “Ley constitucional” constituye en verdad una vía de hecho,
porque no sólo excede el ámbito de competencias que para una Asamblea Nacional
Constituyente, debidamente convocada y elegida por el pueblo, contempla el texto
constitucional vigente, toda vez que poco se relaciona con la redacción de un proyecto de
Constitución, que es lo único que le correspondería realizar a una Asamblea Nacional
Constituyente, sino que antes y por el contrario constituye la violación del ordenamiento
constitucional e internacional y la usurpación de la competencia exclusiva de la Asamblea
Nacional para dictar o modificar el marco legal que rige en materia de derechos, deberes y
garantías constitucionales, así como en materia penal (…) es inconstitucional porque viola
los artículos 187, numeral 1, y 202 (funciones legislativas de la Asamblea Nacional), los
artículos 2, 3 y 7 (soberanía popular y principios del Estado de Derecho) y las garantías a los
derechos humanos reguladas en los artículos 19, 20, 49, 57, 58, 62, 67 y 68 de la
Constitución… Este acto, que no tiene la condición de ley pues no emana del órgano
legislativo, ni tiene carácter constitucional desde que no ha sido aprobada por el pueblo
soberano, tipifica como delitos la promoción o incitación al odio, la difusión de mensajes a
favor del odio y la guerra mediante  de medios de radio o televisión o mediante  de redes
sociales; la negativa de cesión de espacios para la promoción de la paz; y la abstención,
omisión u obstrucción de funcionarios de los cuerpos policiales o personal médico en el
cumplimiento de sus disposiciones… La vía de hecho se concreta además por la
circunstancia de que mediante  de esta actuación se pretende crear y regular varias figuras
delictivas, violándose los principios del derecho penal y las garantías constitucionales
protegidas además en los tratados internacionales de derechos humanos, conforme a los
cuales el delito requiere un hecho punible típico, concreto, preciso y determinado, que
presupone una conducta humana objetiva y no una mera intención que deje al juzgador
abierta la vía de la arbitrariedad. (Artículo 49.6 de la Constitución)[75].

Por su parte, en su informe sobre la situación de los derechos humanos en Venezuela
de junio de 2022, el ACNUDH recalcó como una de las recomendaciones al Estado:
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Adopte medidas para garantizar que el espacio democrático y cívico no sea restringido
indebidamente, incluso i) derogando o absteniéndose de introducir, según proceda, normas
que sean incompatibles con la protección y promoción del espacio democrático y cívico, ii)
considerando la revisión de la Ley Constitucional contra el Odio, para la Convivencia Pacífica
y la Tolerancia, la Ley de Transparencia y Acceso a la Información de Interés Público, y la Ley
Orgánica contra la Delincuencia Organizada y la Financiación del Terrorismo para adecuarlas
plenamente al derecho internacional de derechos humanos; iii) fortaleciendo mecanismos
efectivos de rendición de cuentas; y iv) poniendo en libertad inmediata a las personas
detenidas por actos de trabajo o expresión legítimos[76].

Finalmente, esta Ley vino a establecer la corresponsabilidad que tienen las
organizaciones religiosas de emprender acciones educativas, culturales, sociales,
artísticas, recreativas y comunicacionales dirigidas a la promoción de la cultura de la
paz, la tolerancia, el respeto, el pluralismo y diversidad. Sin embargo, han sido las
mismas autoridades religiosas víctimas de los ataques efectuados con esta “Ley”, es el
caso de los obispos de la Iglesia Católica, quienes fueron amenazado por el Ejecutivo
Nacional, con la implementación de dicha normativa, por realizar denuncia pública
sobre hechos de corrupción durante una homilía[77].

Proyecto de Ley de Fiscalización, Regularización, Actuación
y Financiamiento de las ONG y afines 

Como se mencionó en el capítulo correspondiente al contexto, este proyecto fue
aprobado en primera discusión[78] y luego se inició un proceso de consulta pública el
pasado 9 de enero del 2024 por presidente de la Asamblea Nacional, con el fin de
llevar a cabo una segunda discusión que permita la aprobación definitiva de este
instrumento normativo[79].

El 12 de enero de 2024 la Asamblea Nacional realizó una reunión en el hemiciclo[80], la
cual careció de la credibilidad necesaria para cumplir con las condiciones
constitucionales que definen una consulta de carácter legislativo. En esa reunión se
emitieron múltiples mensajes criminalizantes y estigmatizantes hacia varias
organizaciones de la sociedad civil; ninguno de los representantes del Poder Público
presentes en la sesión pidió, el cese de este peligroso discurso que de manera
sistemática violenta principios fundamentales como el debido proceso y la presunción
de inocencia, exponiendo a altos niveles de vulnerabilidad y riesgo a personas y a
organizaciones defensoras de derechos humanos. 

A inicios del mes de abril de 2024, circuló de forma extraoficial un “Informe para la
Segunda Discusión del Proyecto de Ley de Fiscalización, Regularización, Actuación y
Financiamiento de las Organizaciones Sociales Sin Fines de Lucro”, el cual presentó
comentarios y sugerencias al primer proyecto además de la incorporación de un nuevo 



Preocupa sobremanera la discusión en la Asamblea Nacional de un Proyecto de Ley contra el
fascismo, neofascismo y expresiones similares, que representa en realidad la criminalización
genérica de un extenso abanico de doctrinas o posturas políticas que pueden tener poco que
ver con el fascismo”. Y como una de sus preocupaciones señala que: “La mención del
conservadurismo moral causa igualmente perplejidad, si con ello se pretende aludir a la
fidelidad a determinadas concepciones morales que puedan apuntalar la preservación del
orden social, pues ello alcanzaría a muchas doctrinas no fascistas, amparadas por la libertad
de pensamiento o la libertad religiosa reconocidas constitucionalmente”[83].

número de artículos (de 17 que tenía el proyecto original, se modificó a 39 en esta
nueva propuesta), los cuales, contienen cambios de términos y conceptos pero que en
la primera evaluación mantiene graves prohibiciones y obligaciones que vulneran el
derecho a la libertad de asociación[81].

Proyecto de Ley contra el fascismo, neofascismo
y expresiones similares

El 2 de abril de 2024 fue presentado ante la Asamblea Nacional el proyecto de Ley
contra el fascismo, neofascismo y expresiones similares “destinado a sancionar a
quienes promuevan y promovieron los hechos de violencia en el país, en 2014, 2015 y
2017”[82]. En relación con este Proyecto es importante citar un análisis jurídico del
constitucionalista y decano de la Facultad de Derecho de la Universidad Católica
Andrés Bello, Jesús María Casal: 
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Esta resolución establece que las personas, para profesar su fe religiosa y ejercer su
culto, constituir iglesia, órdenes, congregaciones o asociaciones de carácter religioso,
e iniciar su funcionamiento en el país, deberán participarlo por escrito al Ministerio de
Justicia, ahora Ministerio del Poder Popular para las Relaciones Interiores, Justicia y
Paz (MPPRIJP), siendo este el encargado de darles el visto bueno, mediante  de su
Dirección General de Justicia, Instituciones Religiosas y Cultos.

Asimismo, determina los requisitos que deben presentar estas organizaciones e
instituciones religiosas y de culto a los fines de realizar dicho trámite, entre los que se
encuentran: documentos o libros que establezcan los fundamentos doctrinarios,
teológicos y filosóficos, documentos de acreditación suficiente de su denominación,
los fines, las condiciones de funcionamiento, los órganos representativos con
expresión de sus facultades, para su válida designación, explicación sobre la relación
entre las formas de culto, los ritos y otras manifestaciones externas de expresión
realizadas por la institución; no obstante, de ser aprobada la solicitud, se realizará la
inscripción en un libro foliado llevado por Dirección de Cultos.

En los casos en los que se pretenda realizar un cambio en el funcionamiento de la
organización o institución, debe dirigirse notificación al MIPPRIJP, así como, en caso de
establecimiento de nuevas sedes o representaciones, modificación de actas, ritos o
fundamentos doctrinarios, teológicos y filosóficos. En esta misma disposición
normativa se establece como condición que todo sacerdote, ministro o celebrante de
cualquier culto debe ser acreditado mediante credencial por la máxima autoridad
religiosa de la religión profesada. Actualmente la Dirección General de Justicia,
Instituciones Religiosas y Cultos, lleva a cabo las funciones de inscripción,
autorizaciones para el registro, fiscalización, inspección, control y revocatoria de los
servicios de las instituciones religiosas.

Resolución Nro. 031 publicada en la Gaceta Oficial Nro. 36
640 del 10 de febrero de 1999[84]

REGULACIONES ESPECÍFICAS 
APLICADAS A ORGANIZACIONES
RELIGIOSAS O DE CULTO

Administrativas



Resolución conjunta Nro. 165 sobre Normas de
Procedimiento para la Expedición de Visado [85]

En esta regulación observamos que los pasos que deben seguir las organizaciones o
instituciones religiosas o de culto, para desarrollar sus actividades y ejercer su
derecho de libertad de religión, pasa por un doble proceso de registro: no es suficiente
que cumplan con el procedimiento establecido por el Código Civil para la creación y
constitución de personas jurídicas (mediante  el cual se les otorga la personalidad
jurídica, con derechos, deberes y obligaciones constitucionales relacionadas con el
derecho de libertad de religión y culto), sino que además, para profesar libremente su
fe y practicarla (es decir, desarrollar actividades vinculadas a sus creencias), deben
solicitar autorización o lo que la ley denomina el “visto bueno” del Ministerio, que
debe aprobar previamente tal inscripción y registro. 

Las organizaciones sin fines de lucro, vinculadas a religión o culto, que se han
contactado para el desarrollo de este reporte, manifestaron que esto último
constituye una de las principales limitaciones establecidas por esa norma para
desarrollar su trabajo en el país, puesto que muchas de ellas ya están la espera de que
se les otorgue el “visto bueno”. 

Ahora bien, el ejercicio de la función de fiscalización, inspección, control y revocatoria
de los servicios de estas organizaciones, por parte del MPPRIJP, mediante  de su
Dirección General de Justicia, Instituciones Religiosas y Cultos, también se traduce en
una hipervigilancia por parte del Estado a las organizaciones o instituciones de religión
y culto, ya que ellas, al estar constituidas bajo la figura de asociaciones civiles
atienden a los controles dispuestos en leyes mencionadas anteriormente. 

Esta resolución, al igual que la Ley de Extranjería y Migración y el Reglamento de
Extranjeros, establece disposiciones dirigidas a regular el visado y “visto bueno” al
responsable extranjero de una congregación para practicar su religión o culto en el
país.  En tal sentido establece la causal de denegar visado por practicar y difundir
doctrinas religiosas de manera que sea contrario al orden público o las buenas
costumbres, así como el establecimiento de la categoría de Transeúnte Religioso y sus
requisitos. 

Es importante mencionar que el MPPRIJP es el encargado de otorgar el “visto bueno” o
conformidad de las solicitudes de visa de transeúnte religioso, mediante la Dirección
General de Justicia, Instituciones Religiosas y Cultos, a solicitud del representante de
la Congregación ante el Consulado de Venezuela correspondiente; luego, este ente la
remite para su intermediación al Ministerio de Relaciones Exteriores (Dirección
General Sectorial de Relaciones Consulares).
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Esta disposición normativa determina prohibiciones que discriminan a personas que
ejercen ministerios o representan a instituciones religiosas y de culto, en virtud del
siguiente particular: “El extranjero o extranjera representante de cualquier religión o
culto que ingrese al territorio de la República para ejercer actividades de carácter
religioso u otras relacionadas con éste, deberá obtener la respectiva autorización del
Ejecutivo Nacional a través del órgano competente, acreditando para ello su
condición”.

Es decir, el ejercicio, de la libertad de religión y culto, dentro del territorio nacional,
por parte de representantes de cualquier religión o culto, que sea extranjero, está
sometido a la autorización y permisibilidad del Ejecutivo Nacional, sin la que no
podrán desarrollar las actividades vinculadas a su religión o culto, so pena de multa o
deportación según las particularidades del caso[87].

Ley de Extranjería y Migración[86] 

Legislativas



Las agresiones o ataques que se presentan en el proceso de documentación del
presente reporte están vinculados en su mayoría con discursos que han sido
difundidos mediante redes o medios de comunicación de difusión masiva, lo que
afecta no solo a un grupo reducido de individuos sino que causa un impacto colectivo.
En este sentido, desde el sistema interamericano[88] se ha reconocido que existe una
dimensión colectiva del derecho a la libertad de religión y creencia se complementa
con el artículo 16 de la Convención Americana, que consagra la libertad de asociación”
[89].  Adicional a lo anterior, la Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte
IDH) ha interpretado que el derecho a la libertad de religión y creencia tiene una
dimensión individual y una dimensión colectiva[90]. Esta dimensión colectiva también
ha sido analizada por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) en
otras oportunidades: “Por ejemplo, se ha pronunciado sobre la personalidad jurídica de
las instituciones religiosas, señalando, en relación con Paraguay, que ‘la libertad
religiosa y de cultos adolece de restricciones por cuanto, como se ha expresado en
informes anteriores, a la congregación religiosa Testigos de Jehová se le retiró la
personalidad jurídica y no le ha sido restablecida, no permitiéndosele realizar ningún
tipo de actividad” [91].  

Según la CIDH existe también un impacto diferenciado y desproporcionado en la
“criminalización, la violencia y las agresiones contra autoridades, líderes y lideresas de
pueblos indígenas y tribales, que desempeñan un papel fundamental en el
mantenimiento de las tradiciones de sus pueblos y sus instituciones, sociales, políticas
y culturales, incluyendo las tradiciones e instituciones religiosas”[92], al mismo tiempo
la CIDH también ha señalado que la destrucción de espacios de cultos religiosos,
templos, espacios sagrados, entre otras afectaciones a derechos forman parte de una
vulneración como se identificó en las protestas de países como en Chile[93] o
Brasil[94]. 

Estándares internacionales desarrollan que el derecho a la libertad de religión y
creencia se relacionan con otras libertades como las de poder “fundar y mantener
instituciones beneficencia, humanitarias y de enseñanza; la libertad de capacitar,
nombrar o elegir los dirigentes que correspondan según las necesidades y normas de
una religión o convicción y de comunicarse con individuos y comunidades en los
ámbitos nacional e internacional"[95].

ESTÁNDARES INTERNACIONALES
SOBRE DERECHOS A LA LIBERTAD
DE RELIGIÓN Y DE ASOCIACIÓN

Definiciones



El goce y ejercicio del derecho de libertad religiosa podrán, según estándares
internacionales, estar sometidos a limitaciones que estarán sujetas a los principios de
legalidad, proporcionalidad y justificación “que sean necesarias para proteger la
seguridad, el orden, la salud o la moral públicos o los derechos o libertades de los
demás”[96]. Estas restricciones “no pueden ser aplicadas sino conforme a leyes que
se dictaren por razones de interés general y con el propósito para el cual han sido
establecidas”[97]. Con respecto al principio de legalidad la Corte IDH ha establecido
que 
“el primer requisito de la restricción es que se manifieste por una ley, entendida como
una norma jurídica de carácter general, ceñida al bien común, emanada de los órganos
legislativos constitucionalmente previstos y democráticamente elegidos, y elaborada
según el procedimiento establecido por las Constituciones de los Estados parte para la
formación de las leyes”[98]. 

Asimismo, la Corte IDH detalla que debe revestirse de justificación o fin legítimo que
apunte de manera razonada a “proteger la seguridad, el orden, la salud o la moral
públicos o los derechos o libertades de los demás”. Entendiendo que pueden existir
restricciones siempre y cuando se justifiquen en el aseguramiento el orden
público[99]. En esta misma línea, el Comité de Derechos Humanos de Naciones Unidas
(El Comité) ha insistido que “todas esas limitaciones deben entenderse a la luz de la
universalidad de los derechos humanos y del principio de no discriminación”[100].
Además, el Comité ha enfatizado que no se permiten limitaciones por motivos que no
estén justificados: “No se podrán imponer limitaciones por propósitos discriminatorios
ni se podrán aplicar de manera discriminatoria”[101], por lo que las restricciones solo
serán permitidas cuando estén justificadas según el respeto de instrumentos y
estándares internacionales que protegen la universalidad de los derechos, valores que
son necesarios en una sociedad democrática[102]. 

En este sentido la Corte IDH ha establecido los pasos para el análisis a la hora de
evaluar la justificación de tales restricciones: “a) satisface una necesidad social
imperiosa, esto es, está orientada a satisfacer un interés público imperativo; b) es la
que restringe en menor grado el derecho protegido; y c) se ajusta estrechamente al
logro del objetivo legítimo”[103]. Además, las restricciones sobre las manifestaciones
de la religión o las creencias deben ser proporcionales, lo que, entre otras cosas,
significa que deben ser el medio menos restrictivo entre todas las medidas adecuadas
que podrían aplicarse[104].

Tanto el sistema universal como el interamericano han adoptado una definición amplia
sobre personas defensoras de derechos humanos en la cual puede ser toda persona
que de cualquier forma promueva o procure la realización de los derechos humanos y
las libertades fundamentales reconocidos a escala nacional o internacional.

Restricciones

Personas defensoras de los derechos humanos



Esto puede abarcar actividades profesionales, luchas personales o sociales, que tienen
incluso una vinculación ocasional con la defensa de los derechos humanos[105].

En este ámbito,  la CIDH ha documentado situaciones de persecución por motivos
políticos o de obstaculización de realización de actividades políticas por parte de
líderes y/o integrantes de instituciones religiosas en distintos contextos, en los que ha
entendido que, además de la violación de otros derechos humanos, estas situaciones
pueden implicar afectaciones al derecho a la libertad de religión y creencia[106].

Por ejemplo, casos como el de la monja católica Dianna Ortiz en Guatemala, donde los
ataques en su contra tuvieron como objetivo “castigarla y truncar sus actividades
religiosas como misionera de la Iglesia y su labor con los grupos indígenas de
Huehuetenango”[107].  También señala la CIDH el caso de los sacerdotes Loren Laroye
Riebe Star, Jorge Barón Guttlein y Rodolfo Izal Elorz en México:  “Los sacerdotes eran
conocidos por su actividad religiosa y por su trabajo de defensa de los derechos
humanos de los pobladores de aquellas localidades en las que ejercían su ministerio…
la conducta de las propias autoridades que interrogaron a los sacerdotes extranjeros
acerca de su opción religiosa, revela el vínculo entre dicha opción y el trato que
recibieron de tales autoridades”[108]. La CIDH estableció que los sacerdotes “fueron
castigados a causa de su actividad religiosa”[109].

En otros casos documentados, la CIDH concluyó que en El Salvador miembros de la
Iglesia Católica habían sido “objeto de persecución sistemática por parte de las
autoridades y las organizaciones que gozan del favor oficial”[110].  En Nicaragua, la
CIDH condenó al Estado por “hechos de represión y la detención de integrantes de la
Iglesia Católica, señalando que forman parte de un contexto sistemático de
persecución, criminalización, hostigamiento, asedio policial, declaraciones
estigmatizantes por parte de las más altas autoridades del Estado y, en general, de
actos de represión en contra de integrantes de la Iglesia Católica, debido a su rol de
mediación en el Diálogo Nacional en 2018 y su papel crítico para denunciar las
violaciones a los derechos humanos ocurridas en el marco de la crisis en el país”[111].  
En este sentido, la CIDH sigue identificando patrones de persecución en contra de
personas que realizan actividades religiosas por parte de agentes del Estado en
diferentes contextos[112], modalidades de represión que afectan a “representantes de
la Iglesia y otros que trabajan para favorecer a los pobres y los grupos indígenas”[113]. 

En lo que respecta a las obligaciones de los Estados de garantizar el derecho a la
libertad de religión y creencia resalta el artículo 1 de la Convención Americana de
Derechos Humanos el respeto y garantía de derechos y libertades[114], de donde
derivan

Obligaciones generales de los Estados
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otras obligaciones como prevenir, investigar y sancionar las violaciones a los derechos
humanos, así como las reparaciones integrales[115]. En palabras de la Corte IDH, esas
obligaciones del Estado proyectan sus efectos más allá de la relación entre sus
agentes y las personas sometidas a su jurisdicción, pues se manifiestan también en la
obligación positiva del Estado de adoptar las medidas necesarias para asegurar la
efectiva protección de los derechos humanos en las relaciones interindividuales[116].

Como se comentó anteriormente, el derecho a la libertad religiosa o de creencia
incluye el derecho a que las organizaciones o instituciones a inscribirse en la
estructura social. En este sentido la CIDH ha señalado que “las organizaciones
dedicadas a la defensa de los derechos humanos, no pueden ser sujetas en cuanto a
su registro a restricciones irrazonables ni discriminatorias. En este sentido, los
Estados no deben negar el registro porque las organizaciones reciban subsidios del
exterior o porque sus directivas estén integradas por extranjeros o religiosos”[117].  Es
importante recordar que el sistema interamericano ha reconocido de forma reiterada
que los Estados no pueden ser responsables por cualquier violencia o discriminación
cometida entre particulares dentro de su jurisdicción[118]. La Corte Interamericana ha
señalado que, a efectos de establecer la responsabilidad internacional del Estado: 

Lo decisivo es dilucidar si una determinada violación a los derechos humanos reconocidos
por la Convención ha tenido lugar con el apoyo o la tolerancia del poder público o si éste ha
actuado de manera que la trasgresión se haya cumplido en defecto de toda prevención. En
definitiva, de lo que se trata es de determinar si la violación a los derechos humanos resulta
de la inobservancia por parte de un Estado de sus deberes de respetar y de garantizar dichos
derechos, que le impone el artículo 1.1 de la Convención[119].

Por último, es importante resaltar que en el contexto de agresiones a organizaciones o
instituciones que profesan una creencia, la mayoría ha sido sometidas a discursos
oficiales que podrían considerarse como de odio, estigmatizantes y de amenaza.  En el
artículo 13.5 de la Convención Americana de Derechos Humanos, están prohibidos por
ley los discursos del odio[120].  Según la jurisprudencia del Tribunal Europeo de
Derechos Humanos (TEDH) y de decisiones de las Naciones Unidas, para que estemos
en presencia de un discurso del odio deben darse los siguientes principios:  “1) el
propósito de instigación a la violencia. Para determinarlo es necesario analizar el
lenguaje. Así el TEDH distingue entre el lenguaje que explica actividades terroristas y
el lenguaje que las promueve; 2) el contexto en el cual se realiza la expresión. El TEDH
ha señalado que las autoridades nacionales tienen un margen de apreciación mayor si
las expresiones se refieren a asuntos de seguridad nacional; 3) la causa, en tanto que
el discurso pueda ser causa probable o indirecta de ocasionar un daño, aun en el caso
que no lo produzca[121]. 

Discursos de odio



La Convención Internacional sobre la Eliminación de Todas las Formas de
Discriminación Racial (CERD) establece un mayor margen para las restricciones a la
libertad de expresión[122].  El artículo 4 requiere que los signatarios condenen la
propaganda y los grupos que se basan en ideas o teorías basadas en la superioridad de
una raza o de un grupo de personas de un determinado color u origen étnico, o que
pretendan justificar o promover el odio racial y la discriminación racial, cualquiera que
sea su forma[123]. La Convención Internacional sobre la Eliminación de Todas las
Formas de Discriminación Racial requiere también que las partes, entre otras cosas,
sancionen por ley la difusión de ideas basadas en la superioridad o en el odio racial,
toda incitación a la discriminación racial, así como todo acto de violencia o toda
incitación a cometer tales actos contra cualquier raza o grupo de personas de otro
color u origen étnico[124].

El Comité de Derechos Humanos de la ONU este dictaminó, por su parte, que la
publicación de opiniones antisemitas podría quedar comprendida dentro del ámbito de
la prohibición del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (PIDCP) de la
apología del odio nacional, racial y religioso que constituye incitación a la
discriminación, la hostilidad o la violencia[125]. 

Responsabilidad de funcionarios por pronunciamientos
Según estándares internacionales, los funcionarios públicos son titulares del derecho
a la libertad de expresión en sus diversas manifestaciones. Sin embargo, según la
jurisprudencia interamericana, su ejercicio tiene características y restricciones
especificas: “(a) los especiales deberes a los que están sujetos por causa de su
condición de funcionarios estatales; (b) el deber de confidencialidad al que pueden
estar sujetos ciertos tipos de información manejada por el Estado; (c) el derecho y
deber de los funcionarios públicos de efectuar denuncias de violaciones a los
derechos humanos; y (d) la situación particular de los miembros de las Fuerzas
Armadas”[126].  

La Corte IDH ha señalado que “bajo ciertas circunstancias, aun cuando los discursos
oficiales no autoricen, instiguen, ordenen, instruyan o promuevan expresamente actos
de violencia contra determinados ciudadanos, su reiteración y contenido puede
aumentar la “vulnerabilidad relativa” de estos grupos y así el riesgo al que se
encuentran enfrentados”[127].  Asimismo la Corte IDH manifiesta que “están
sometidos a ciertas limitaciones en cuanto a constatar en forma razonable, aunque no
necesariamente exhaustiva, los hechos en los que fundamentan sus opiniones, y
deberían hacerlo con una diligencia aún mayor a la empleada por los particulares, en
atención al alto grado de credibilidad de la que gozan y en aras a evitar que los
ciudadanos reciban una versión manipulada de los hechos”[128].

La Corte IDH sostiene que “deben tener en cuenta que en tanto funcionarios públicos
tienen una posición de garante de los derechos fundamentales de las personas y, por 
 



tanto, sus declaraciones no pueden llegar a desconocer dichos derechos”.Y, en
consecuencia “los funcionarios públicos no pueden, por ejemplo, vulnerar el principio
de presunción de inocencia al imputar a medios de comunicación o a periodistas,
delitos que no han sido investigados y definidos judicialmente” [129].  Las
declaraciones por parte de funcionarios públicos pueden contribuir a afectaciones o
riesgos a personas o grupos y más en contextos de alta conflictividad social,
alteraciones del orden público o polarización política[130]. Adicional a esto los
funcionarios públicos deben según jurisprudencia interamericana, asegurarse que sus
pronunciamientos no interfieran en la autonomía de las autoridades judiciales: “Los
funcionarios públicos, en especial las más altas autoridades de [g]obierno, deben ser
particularmente cuidadosos en orden a que sus declaraciones públicas no constituyan
una forma de injerencia o presión lesiva de la independencia judicial o puedan inducir
o sugerir acciones por parte de otras autoridades que vulneren la independencia o
afecten la libertad del juzgador”[131].

En casos decididos por la Corte IDH, se reconocieron que las violaciones a periodistas
habían sido cometidas en un contexto donde se habían pronunciado discursos y
declaraciones de los funcionarios públicos en el marco de una alta conflictividad
política y social[i], incluso se verifico que las agresiones por parte de particulares
contra las instalaciones y personas pudieron haberse generado a raíz de estos
discursos[132]. Con respecto a la oficialidad de los discursos la Corte IDH ha
considerado que podría considerarse cuando “los referidos funcionarios públicos
hicieron uso, en ejercicio de su investidura, de los medios que el Estado les
proporcionaba para emitir sus declaraciones y discursos (…) en los contextos en que
ocurrieron los hechos, que el contenido de tales pronunciamientos fue reiterado en
varias oportunidades durante ese período”[133]. 

En los casos de referencia, la Corte IDH consideró que: “si bien los discursos oficiales
no habían autorizado, instigado, ordenado, instruido o promovido la violencia contra
las víctimas, sí las habían puesto en una situación de mayor vulnerabilidad frente al
Estado y algunos sectores sociales[134]. Para la Corte IDH “es suficiente la mera
percepción de la identidad ‘opositora’, ‘golpista’, ‘terrorista’, ‘desinformadora’ o
‘desestabilizadora’, proveniente principalmente del contenido de los referidos
discursos, para que ese grupo de personas, por el solo hecho de ser identificables
como trabajadores de ese canal de televisión y no por otras condiciones personales,
corrieran el riesgo de sufrir consecuencias desfavorables para sus derechos,
ocasionadas por particulares”[135].  

Señala la Corte IDH: “Es suficiente la mera percepción de la identidad ‘opositora’,
‘golpista’, ‘terrorista’, ‘desinformadora’ o ‘desestabilizadora’, proveniente
principalmente del contenido de los referidos discursos, para que ese grupo de
personas, por el solo hecho de ser identificables como trabajadores de ese canal de
televisión y no por otras condiciones personales, corrieran el riesgo de sufrir
consecuencias desfavorables para sus derechos, ocasionadas por particulares”[136].



RESULTADOS DEL MONITOREO 
INDEPENDIENTE SOBRE AGRESIONES Y
RESTRICCIONES A INSTITUCIONES
RELIGIOSAS 2001-2023

COFAVIC llevó a cabo un monitoreo independiente sobre ataques y limitaciones
impuestas a las organizaciones religiosas en Venezuela en las dos décadas más
recientes. Según un estudio realizado en agosto 2022 por Meganálisis, 80,7% declaró
practicar la religión católica, 13,95% la evangélica, y 0,87% el judaísmo[137].  En este
mismo orden de ideas, en el informe de 2023 de Latinobarómetro se registraron
porcentajes similares: 48,1% se identifica con la iglesia Católica; 30,9% con la
Evangélica y 7,4% con otras religiones[138].

Por otro lado, son estas tres prácticas las que presentan mayor cantidad de registros
sobre agresiones en la información pública solicitada. Este monitoreo de COFAVIC
abarca el periodo comprendido entre el año 2001-2023. Lapso durante el cual se
registraron y sistematizaron datos, que permitieron el análisis del ejercicio del derecho
a la libertad religiosa. En tal sentido, se tomaron en consideración, para la compilación
de datos, agresiones contra de personas y organizaciones religiosas según su rol, labor
que desempeñan dentro de la sociedad venezolana o en virtud de sus creencias. Desde
el punto de vista global, las cifras arrojaron un total de 360 presuntas agresiones, de
las cuales, 318 se dirigieron a personas u organizaciones vinculadas a la iglesia
católica, 26 a la iglesia evangélica y 16 a la comunidad judía.
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CASO
Vandalismo contra la iglesia Nuestra Señora de Guadalupe,
Maracaibo

A principios de 2019 la Iglesia Nuestra Señora de Guadalupe, ubicada en el estado Zulia,
ofreció su sede durante los diálogos convocados por diferentes lideres políticos de la
oposición venezolana para realizar un cabildo abierto como parte de un proceso impulsado
desde la Asamblea Nacional de la época[139]. Por medio de un comunicado la Arquidiócesis
de Maracaibo, denunció que durante un cabildo que estaba programado para el día 27 de
enero de 2019, la iglesia Nuestra Señora de Guadalupe, en Maracaibo, sufrió ataques de
vandalismo por presuntos simpatizantes del gobierno que atentaron contra la iglesia con
palos, piedras, armas de fuego e incluso granadas fragmentarias. Fueron heridos más de
una docena de personas, además de incalculables daños a la estructura, así como el robo
de ciertas figuras y bienes de la iglesia. Previo a dicho ataque, algunos de los presuntos
agresores asistieron a la casa de la madre del párroco de la iglesia y les amenazaron[140]. 
El primer vicepresidente de la Conferencia Episcopal Venezolano, respecto a estos hechos
declaró “Nosotros no estamos al lado de una opción política, sino que estamos al lado del
pueblo que más sufre y al cual pertenecemos”, insinuando que los ataques tienden a
involucrar a la iglesia con partidos políticos[141].

La muestra permitió evidenciar que las presuntas agresiones en contra de las
personas u organizaciones religiosas en Venezuela, se realizan de forma individual
(40,3%) o grupal (59,7%), siendo, con respecto a los primeros, posible determinar un
número de víctimas, mientras que con los segundos, la cantidad de víctimas es
aproximada, porque tienen la particularidad de dirigirse en contra de organizaciones
religiosas conformadas por numerosas personas (ministros de culto, feligreses,
practicantes y no practicantes) por lo que la agresión termina afectando directamente
al ente jurídico en sí mismo y a quienes lo conforman o se relacionan con él, de
manera indirecta, tal como se muestra en la siguiente gráfica. 



Un elemento relevante arrojado por los datos fue que las agresiones estuvieron
presuntamente dirigidas según el cargo desempeñado por la persona u organización
dentro de sus comunidades o congregaciones religiosas. En tal sentido, 37,5% de las
víctimas fueron Líderes Religiosos (LR), 31,9%  personas de la Jerarquía de la Iglesia
Católica en Venezuela (JIC), el 10,6% a la Comunidad Creyente Católica (CCC), el 10.3%
a la Iglesia Católica en Venezuela (IGV), el 2,5% a la Comunidad Creyente Evangélica
(CCE), el 2,2% a la Comunidad Creyente Judía (CCJ), el 1,9% a los Practicantes Judíos
(PJ), el 1,1% a los Practicantes Católicos (PC), el 1,1% a los Practicantes Evangélicos
(PE), el 0,6% la Comunidad Judía en Venezuela (CJV) y por último, el 0,3% la Iglesia
Evangélica en Venezuela.

CASO
Atacados jóvenes evangélicos que forman parte de la “Casa de
Restauración “12 Hombres de Valor”

La iglesia evangélica ubicada en El Arenal, Mérida, llamada “La Casa de Restauración 12
Hombres de Valor” es una iglesia que funciona como un centro de restauración para
personas que tienen problemas de adicciones, dirigido por el pastor Cristian Dugarte[142]. El
16 de febrero de 2018, en horas de la tarde, 10 hombres ingresaron a la iglesia cometiendo
actos de agresión propinando golpes, patadas y puñaladas contra los miembros que forman
parte del centro de restauración. Les obligaron a que estos comieran partes de la biblia, y
como si esto no bastara, les marcaron con un cuchillo una “X” en sus espaldas[143].
Respecto a las declaraciones realizadas por la iglesia posterior a estos hechos, el pastor
Dugarte, denunció que esta agresión fue propiciada por presuntos delincuentes que no
están de acuerdo con en el trabajo que se está realizando en este centro evangélico de
restauración.[144] Mientras que, el Consejo Evangélico de Venezuela calificó el episodio
como una acción de odio religioso. Finalmente, el director de un ministerio reconocido en el
país, que prefirió mantener su identidad en secreto, cree que "los agresores pueden ser
anticristianos"[145].
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Ahora bien, la búsqueda y sistematización de la información registrada permitió
identificar nueve (9) categorías de agresiones, entre ellas la difamación,
estigmatización, agresión verbal, agresión física, robo, vandalismo, restricciones de
funciones, amenaza e intimidación y otros.  La categoría con mayor número de
incidencia fue la estigmatización con 35,9%;  seguida por la difamación con el 30,2%,
la restricción de funciones con el 9,5%, el vandalismo con el 5,5%, el robo con el 5,1%,
las agresiones físicas con el 4,4%, las amenazas/intimidación con el 3,3%, las
agresiones verbales con el 2,2% y agrupados en la categoría de otros el 3,9% del total
de agresiones registradas. 

CASO
Estigmatización de monseñor Diego Padrón

El monseñor Diego Rafael Padrón Sánchez fue presidente de la Conferencia Episcopal
Venezolana durante dos periodos consecutivos: el primero fue 2012-2015, y el segundo
2015-2018. En ese tiempo, monseñor Padrón denunció, en su carácter de representante de
la CEV,  la grave situación de derechos humanos que atravesaba la población venezolana y
el déficit de institucionalidad democrática[146].
Durante los primeros días de enero de 2018, monseñor Padrón rechazó públicamente los
señalamientos del Ejecutivo Nacional acerca de miembros de la Iglesia Católica. En
consecuencia, el 21 de enero de 2018 el gobernador del estado Sucre publicó en su cuenta
de Twitter: “El falso profeta que hoy pretendió usar las fiestas de la virgen de Santa Inés
patrona de Cumaná como tribuna política para atacar al gobierno. El pueblo de Sucre te
condena por tu ofensa Diego Padrón”, y adjuntó al mensaje una imagen de Monseñor Padrón
como si este fuese el diablo con el título de ´Diego Padrón, Arzodemonio de Cumaná”[147].
Tres días después, el 24 de enero de 2018, la Catedral de Cumaná y algunas instituciones
educativas amanecieron con grafitis de mensajes contra el religioso. En las paredes de la
Catedral se pintó la frase: “Monseñor Padrón fuera… Monseñor satanás”[148].



La Conferencia Episcopal Venezolana ha recibido varios ataques debido a sus
pronunciamientos públicos en torno a la crisis social y política en el país. La mayoría de
estos han sido acciones difamatorias emitidas desde el programa de televisión “Con el Mazo
Dando”. Un ejemplo se registró el 23 de junio de 2021, luego de que la CEV se ofreciera
como mediadora en los diálogos entre el gobierno y la oposición en Venezuela[149]. En el
espacio televisivo se señaló a la CEV como “un partido político de extrema derecha”. Se
aseveró además que como “dejaron de percibir el dinero que les daban en la cuarta
república, por eso ahora van contra nosotros (…) Esa jerarquía eclesiástica perversa aquí y
en cualquier parte, son negociantes aquí son una fracción de la oposición”[150].

CASO
Difamación de la Conferencia Episcopal Venezolana (CEV)

Dentro de los presuntos perpetradores de las agresiones que se registraron en contra
de las personas u organizaciones religiosas en Venezuela se encuentran, funcionarios
públicos con el 67%, seguido por simpatizantes del gobierno con el 19,2%, grupos
criminales con el 10,8% y, por último, los grupos civiles armados con el 2,9%. Es así
que se observa que, presuntos funcionarios públicos del Estado Venezolano son los
presuntos perpetradores de las presuntas agresiones reportadas durante el periodo
objeto de estudio.
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En relación con los presuntos responsables, pertenecen en su mayoría a los diferentes
poderes públicos (Ejecutivo, Legislativo, Judicial y Electoral), entre los que se
encuentran: Presidencia de la República 30% de las agresiones registradas, seguido
por los cuerpos de seguridad del Estado con 29,6%, diputados con 27,6%, instituciones
públicas con el 6,7%, ministros con el 2,7%, alcaldes con el 1,7% y gobernadores con el
1,7% del total. Los principales medios  utilizados fueron las redes sociales/medios
electrónicos, declaraciones públicas, de manera presencial, decisiones de instancias
gubernamentales, entre otros. 

Dentro de esta categoría resaltan las declaraciones públicas, dada su incidencia en la
perpetración de otras agresiones, ya que en su mayoría son realizadas por presuntos
funcionarios públicos. Es importante el alcance que pueden tener en razón de su
investidura, así como, la posibilidad de usar los medios de comunicación públicos para
trasmisión mensajes de esta índole contra de las personas y organizaciones religiosas
en el país. Lógicamente,  se crea una situación de indefensión para las personas u
organizaciones aludidas, lo que aumenta su vulnerabilidad ante las acciones que
pueda tomar el Estado o grupos particulares con su aquiescencia[151]. 



En 2005, en cadena nacional, el entonces presidente, Hugo Chávez, rechazó el comunicado
firmados por varios obispos de Venezuela en referencia a las agresiones que el jefe de
Estado había realizado contra instituciones y personas de movimientos religiosos. La
respuesta del mandatario nacional fue emitida durante la transmisión de su habitual
programa de televisión, quien de modo agresivo tildó a los obispos de  “cobardes y cínicos”.
Añadió el presidente que si los religiosos querían seguir manifestando su opinión “deberían
irse a un monte con un fusil”, y luego sentenció: “No me equivoqué cuando los califiqué
como trogloditas y cavernícolas”[152]

CASO
Agresión verbal a obispos

El 30 de marzo de 2020 el obispo de la diócesis de Carúpano, estado Sucre, monseñor
Jaime Villarroel, denunció ataques a la iglesia de Santa Catalina. Se cometieron acciones de 
vandalismo y destrucción, y se dejaron grafitis insultantes en los muros exteriores de la
iglesia, que decían: “Los vamos a escoñetar [atacar] opositores malditos (…) furia
bolivariana”[153].  Varios altos funcionarios habían estado usando en sus discursos esa
frase, “furia bolivariana”, para advertir a sus seguidores que debían “estar atentos para
defender la soberanía”[154].   Además del ataque al templo, varias casas de diputados de la
Asamblea Nacional fueron vandalizadas con mensajes amenazantes similares. Ante esto, el
obispo de Carúpano rechazó las ofensas: “Estos grafitis son expresión de vandalismo y de
personas que no aman ni quieren a este país (…) No al odio ni a crear pánico y miedo a las
personas;  sí a la paz y a la reconciliación, y a buscar salidas que lleven a superar la
desgracia que vivimos”[155].

CASO
Vandalismo contra una iglesia católica, estado Sucre

Debe tomarse en consideración que los representantes del Estado, en particular del
Poder Ejecutivo, han utilizado transmisiones televisivas y radiofónicas mediante
cadena nacional para dirigir discursos estigmatizantes en contra de ministros
religiosos o de culto. Asimismo, connotados líderes afectos al partido de gobierno han
utilizado espacios televisivos en medios públicos y para reiterar a escala nacional,
tales mensajes criminalizantes sobre personas son identificadas como opositoras,
grupo en el que suelen incluirn a quienes se dedican a la defensa y promoción incluido
de derechos. 
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En particular, los líderes religiosos han sido, uno de los principales grupos víctimas de
estas agresiones, en virtud de su rol en la sociedad, acceso a los sectores más
populares, grupos vulnerables y el resto de la población creyente, como parte de
instituciones, que cuenta con un alto índice de credibilidad en la población, como lo
podría ser la Iglesia Católica o Evangélica. 

El 20 de abril de 2022, durante la emisión 383 del programa de televisión “Con El Mazo
Dando” se señaló a la Conferencia Episcopal Venezolana y al cardenal Baltazar Porras como
partícipes del “golpe de Estado de 2002”,  y se les acusó de ser una jerarquía que ha hecho
mucho daño al país: “¿Cuándo ustedes le van a pedir perdón al país (…) [son] el ratón y
resaca del golpe de estado de 2002” [156].

CASO
Declaraciones televisivas contra el cardenal Baltazar Porras

El monitoreo independiente realizado por COFAVIC también permitió observar que los
estados de país con mayor número de agresiones registradas fueron, Distrito Capital
con el 71,9% del total de la muestra, seguido por el Zulia con 7,2%, Mérida 3,9%,
Miranda 3,3%, Lara con el 1,9%, Barinas con 1,7%, Anzoátegui 1,4%, Carabobo con el
1,4%, Monagas 1,1%, Táchira con 1,1%, Bolívar 0,8%, Guárico 0,6%, Aragua 0,6%,
Portuguesa 0,6%, Apure 0,3%, Cojedes 0,3%;  en 0,8% del total no se identificó el
estado donde se perpetraron las  agresiones.



Frente a la crisis humanitaria en Venezuela se llevaron a cabo acciones para dar respuesta a
la población más vulnerable por parte del movimiento de organizaciones de la sociedad
civil, organizaciones nacionales y organizaciones internacionales. El Ejecutivo Nacional
rechazó estas ayudas humanitarias y consideró además que se pretendía violar la soberanía
nacional. Se acusó que la comida entregada por estas organizaciones estaba "podrida", y
que el objetivo de la acción era la de "entrar en Venezuela y ocupar espacio" [157]. Una de
las organizaciones con importante participación en la estructura humanitaria ha sido Cáritas
de Venezuela, cuyos reportes denunciaron efectos de la crisis humanitaria y la pobreza[158].
El 4 de febrero de 2019, la directora ejecutiva de la ONG Cáritas de Venezuela, Janeth
Márquez, expuso que su organizazión llevaba “tiene tres años intentando pasar la ayuda
humanitaria porque Maduro se ha negado a que lleve a cabo este procedimiento en la
frontera”. De acuerdo con la vocera, se estaba impidiendo el funcionamiento de la ONG,
que planeaba atender a “250 000 niños en estado de desnutrición”[159].

CASO
Obstaculización a la gestión de Cáritas

Finalmente, entre 2001 y 2023 se registraron altibajos en cuanto a la cantidad de
agresiones a instituciones religiosas o de culto por año.  Así, resalta el año 2017, uno
de los más agitados por la protesta pública y sobre todo estudiantil, con 11,4%; este
porcentaje se repitió el año pasado, el año 2023 que cerró también con 11,4% del total
general.  En la siguiente gráfica se puede observar la curva de los eventos: el año 2010
registró el 7,8%; 2022 el 7,8%; el año 2021 con 6,9%;  2009 con el 5,6%; el año 2016
con el 5,3%; 2019 con el 5,3%, 2018 con el 4,7% y, por último, el año 2015 con 4,4%.
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Durante 2017 Venezuela vivó severas y múltiples protestas sociales producto de la grave
situación de derechos humanos que desencadenó una crisis humanitaria compleja sin
precedentes[160]. El 15 de mayo de ese año un diputado oficialista refirió en un video
publicados en la red social Twitter del partido gubernamental que “quienes dirigen la CEV
tienen una posición política y partidista”, e indicó también que los líderes católicos no
podían “utilizar sus cargos religiosos desatendiendo la paz del país”[161].

CASO
Diputado oficialista acusa a la Conferencia Episcopal Venezolana





C O N C L U S I O N E S

Los resultados del monitoreo independiente efectuado por COFAVIC en el periodo
2001-2023 confirman un contexto agravado de restricciones y agresiones que afectan
específicamente a las organizaciones o instituciones religiosas en Venezuela, dentro
del contexto general de ataques a la sociedad civil organizada, enmarcados en la
política estatal que clasifica a este sector como  enemigo interno y desestabilizador.

El análisis de los datos muestra acciones sistemáticas de agresión por parte del
Estado o con su anuencia, dirigidas en su mayoría contra líderes religiosos desde
plataformas de difusión masiva, mediante mensajes de difamación, estigmatización y
descrédito. Una de las principales conclusiones derivadas de los datos es la relación
directa entre el aumento de agresiones y el hecho de que las iglesias (mayormente la
Católica) hayan realizado declaraciones públicas acerca de la crisis en el país.  

En 2009, por ejemplo, año considerado “electoral” debido al referéndum para la
reforma constitucional (cuyo núcleo era la aprobación de la reelección presidencial
indefinida en Venezuela)[162]. Fue un contexto de gran polarización del país y con
elevados índices de inseguridad; la iglesia Católica realizó varios pronunciamientos a
este respecto, los cuales desencadenaron agresiones verbales tendientes a
descalificar a sus líderes por parte de presuntas autoridades públicas[163]. 

Los años 2010[164] y 2015[165] también fueron años electorales. En esta oportunidad
algunas instituciones religiosas se pronunciaron sobre el incremento de la violencia y
la necesidad de vivir en democracia, lo que generó por parte del Ejecutivo Nacional la
revisión de los acuerdos con la Santa Sede y se sostuvo la línea discursiva
estigmatizante, donde se utilizó la investidura de la autoridad religiosa para
agredir[166].  En 2016 los ataques sucedieron en un contexto en torno a la ruptura del
orden democrático, a partir de la declaración en desacato de la Asamblea Nacional por
parte del Poder Judicial[167], además hubo episodios de violencia y se incrementó la
crisis económica y el desabastecimiento de alimentos. Sobre esto, las instituciones
religiosas invitaron públicamente a la dirigencia política a que escuchara y atendiera el
reclamo ciudadano, que consideraban justos[168]. 

El año 2017 fue un año de alta conflictividad social. Numerosas protestas en exigencia
de derechos tuvieron lugar en el territorio nacional, y al mismo tiempo se estableció la
Comisión para la Asamblea Nacional Constituyente que había sido propuesta por el
partido de gobierno[169]. Sobre la situación, la Conferencia Episcopal Venezolana
manifestó su rechazo a la iniciativa gubernamental por considerarla
inconstitucional[170]. Ese año también se llevaron a cabo comicios electorales y se
registró un incremento de ataques contra quienes manifestaran una posición distinta a
la oficial.



En 2018 hubo elecciones presidenciales[171] y en ese periodo la Conferencia Episcopal
de Venezuela se pronunció públicamente sobre la grave crisis económica y
humanitaria creciente en el país[172].  En 2019 se agudizó la crisis política e
institucional y ocasionó una serie de manifestaciones de índole política y social. En tal
sentido, la Conferencia Episcopal Venezolana llamó a la paz mediante varios
comunicados, pidiendo el cese a la confrontación y respeto a la exigencia ciudadana
los derechos[173]. 

En año 2021 se llevaron a cabo elecciones regionales y municipales en el país[174],
luego de las cuales se produjo la intervención del Tribunal Supremo de Justicia, que
ordenó la repetición de los comicios electorales en el estado Barinas[175]. Durante ese
año, la Conferencia Episcopal Venezolana insistió en que se estaban desconociendo
los derechos humanos en el país con base en el evidente  deterioro de la calidad de
vida y el aumento de la emigración en los años recientes[176].  Si bien entre 2022 y
2023 no se realizaron eventos electorales en cuanto a los poderes públicos, sí fueron
años marcados por manifestaciones pacíficas en defensa de derechos laborales, a la
par que se intensificaron acciones dirigidas a cercenar el espacio cívico y democrático. 

En octubre de 2023, sin embargo, el sector opositor venezolano organizó y llevó a cabo
elecciones primarias, a fin de seleccionar su representante para participar en los
comicios presidenciales de 2024[177]. Por su lado, el gobierno efectuó una consulta
popular o referéndum consultivo acerca de la histórica disputa territorial con Guyana
por el Esequibo. La CEV frente a este contexto reiteró la importancia del diálogo entre
actores políticos y recomendó que se discutiera sobre la excarcelación de presos
políticos, habilitación de organizaciones partidistas ante las elecciones presidenciales
de 2024, así como la garantía de condiciones electorales con observación
internacional[178]. 

De acuerdo con las cifras recopiladas en el monitoreo independiente realizado por
COFAVIC, se registran picos más altos de ataques contra líderes o instituciones
religiosas cuando el contexto está caracterizado por actividades electorales,
manifestaciones cívicas en calle sobre exigibilidad de derechos, o ambas. Las
agresiones contra este tipo de organizaciones civiles y aquellas cuya labor depende de
estas son evidencia de las múltiples dificultades para ejercer el derecho a la libertad
religiosa, de culto o creencia en Venezuela.  Los datos permiten identificar un
ambiente de restricciones, persecución, estigmatización y criminalización que afecta al
liderazgo religioso (sacerdores, pastores, ministros de fe), pero que tiene un impacto
colectivo en sus respectivas comunidades. El ámbito donde las instituciones religiosas
en Venezuela han llevado a cabo su acción social y espiritual entre 2001 y 2023 se ha
ido complejizando hasta constituirse en un contexto de riesgo y censura, propiciado
mayormente por funcionarios públicos.

43



R E F E R E N C I A S

1 Actualización oral de la Misión Internacional e Independiente de Determinación de los Hechos
de ONU del 20 de marzo de 2024. Recuperado de https://www.ohchr.org/es/statements-and-
speeches/2024/03/statement-marta-valinas-chair-independent-international-fact 
2 Ibid. 
3 Cfr. Nota de prensa portal Exaudi Catholic New. Recuperado de
 https://www.exaudi.org/es/venezuela-iglesia-catolica-institucion-mayor-confianza/ 
4 Cfr. Nota de prensa portal diario La Voz de América. Recuperado de 
https://www.vozdeamerica.com/a/la-empresa-privada-iglesias-y-ong-son-los-actores-mejor-
valorados-en-venezuela-estudio/6618564.html 
5 COFAVIC. Graves restricciones a la sociedad civil en Venezuela. 2021. p 13. Recuperado de
https://cofavic.org/wp-content/uploads/2021/04/COFAVIC_Graves_Restricciones-a-la-Sociedad-
Civil.- 2021DEF.pdf
6 Ibid. 
7 Medidas contra la Legitimación de Capitales y el Financiamiento del Terrorismo. Evaluación a la
República Bolivariana de Venezuela Cita GAFIC de marzo 2023. pág. 86, párr.. 235.  Recuperado
de
https://www.cfatf-gafic.org/es/documentos-2/informes-4-ronda-eval/20171-4a-rda-informe-de-
evaluaci%C3%B3n-mutua-iem-de-la-rep%C3%BAblica-bolivariana-de-venezuela-1 
8 Nota de prensa del sitio web de la Asamblea Nacional de 24 enero 2023. Recuperado de
https://www.asambleanacional.gob.ve/noticias/an-aprueba-en-primera-discusion-ley-para-
regular-las-ong 
9 Academia de Ciencias Políticas y Sociales: Consideraciones Jurídicas sobre el Proyecto de Ley
de Fiscalización, Regularización, Actuación y Financiamiento de las ONG y Afines. Recuperado de
https://www.acienpol.org.ve/consideraciones-juridicas-sobre-el-proyecto-de-ley-de-
fiscalizacion-regularizacion-actuacion-y-financiamiento-de-las-organizaciones-no-
gubernamentales-y-afines/
Comunicado del Foro por la Vida 31 de enero de 2024. Recuperado de
https://cofavic.org/2024/01/31/foro-por-la-vida-rechaza-nueva-amenaza-directa-a-la-
democracia-y-los-derechos-humanos/ 
10 Ibid.
11 Observaciones finales sobre el quinto informe periódico de la República Bolivariana de
Venezuela.  Recuperado de 
https://tbinternet.ohchr.org/_layouts/15/treatybodyexternal/Download.aspx?
symbolno=CCPR%2FC%2FVEN%2FCO%2F5&Lang=en 
12 Conclusiones detalladas de la Misión internacional independiente de determinación de los
hechos sobre la República Bolivariana de Venezuela. Párr. 165. Pág. 47. septiembre 2020.
Recuperado de
https://www.ohchr.org/sites/default/files/Documents/HRBodies/HRCouncil/FFMV/A_HRC_45_CRP
.11_SP.pdf 
13 Conclusiones detalladas de la Misión internacional independiente de determinación de los
hechos sobre la República Bolivariana de Venezuela. Párr. 5 Pág. 5. septiembre 2021. Recuperado
de https://www.ohchr.org/sites/default/files/Documents/HRBodies/HRCouncil/FFMV/A-HRC-48-
CRP.5_SP.pdf 



14 Actualización oral de la Oficina del Alto Comisionado para los Derechos Humanos de ONU. 19
marzo de 2024. Recuperado de
https://www.ohchr.org/es/statements-and-speeches/2024/03/deputy-high-commissioner-
updates-human-rights-council-venezuela 
15 Ibid. 
16 Cfr. Decisión No. 1.057 de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, de fecha 04
de agosto de 2023. Recuperado de
http://historico.tsj.gob.ve/decisiones/scon/agosto/327890-1057-4823-2023-23-0802.HTML 
17 Cfr. Sentencia No. 1.160 de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, de fecha 11
de agosto de 2023. Recuperado de http://historico.tsj.gob.ve/decisiones/scon/agosto/328317-
1160-11823-2023-23-0708.HTML 
18 Transparencia Venezuela. PCV se suma a la lista de partidos políticos intervenidos por el TSJ.
15 de agosto de 2023. Recuperado de https://transparenciave.org/pcv-suma-lista-partidos-
intervenidos-tsj/ 
19 Brewer-Carías, A. 23 August 2023. The Constitutional Judge and the Legal Regime of Private
Persons. The Case of the Intervention of the National Red Cross Society of Venezuela by the
Constitutional Chamber of the Supreme Tribunal of Justice. Recuperado de
https://allanbrewercarias.com/wp-content/uploads/2023/11/A.R.-Brewer-Carias.-On-the-
illegitimate-intervention-of-the-Veneuelan-Red-Cross.-August-22-2023.pdf
20 Algunas de las redes son: Asociación Venezolana de Servicios de Salud de Orientación
Cristiana (AVESSOC). https://avessoc.org.ve/ 
Red de Acción Social de la Iglesia (RASI): https://extensionsocial.ucab.edu.ve/la-rasi-invita-a-
cultivar-la-esperanza-en-casa-con-su-campana-
psicoemocional/#:~:text=La%20RASI%20es%20un%20conglomerado,Orientaci%C3%B3n%20Cristia
na)%2C%20C%C3%A1ritas%20Venezuela%2C 
21 Maestros en Protestas: ¿han tenido respuesta sus reclamos? Tal Cual digital. Recuperado de
https://talcualdigital.com/maestros-en-protestas-han-tenido-respuesta-sus-reclamos/ 
22 Docentes de Fe y Alegría y AVEC suman su voz a la protesta nacional por un salario “digno”.
17 de enero de 2023. El Informador. Recuperado de
https://www.elinformadorve.com/17/01/2023/lara/docentes-de-fe-y-alegria-y-avec-suman-su-
voz-a-la-protesta-nacional-por-un-salario-digno/
23 Trabajadores del sector educación protestan para exigir el pago del bono de alimentación. 29
de diciembre de 2023. El Impulso. Recuperado de
https://www.elimpulso.com/2023/12/29/trabajadores-del-sector-educacion-protestan-para-
exigir-el-pago-del-bono-de-alimentacion-29dic/
24 Boletín Informativo. Observatorio de Conflictividad Laboral y Gestión Sindical. Diciembre de
2023. Recuperado de https://twitter.com/Inaesin1/status/1739645618195243470/photo/1
25 INAESIN. Twitter (X). Boletín Informativo. 7 de febrero de 2024. Recuperado de
https://twitter.com/Inaesin1/status/1755236875915190734
26 Artículo 19. El Estado garantizará a toda persona, conforme al principio de progresividad y sin
discriminación alguna, el goce y ejercicio irrenunciable, indivisible e interdependiente de los
derechos humanos. Su respeto y garantía son obligatorios para los órganos del Poder Público de
conformidad con esta Constitución, con los tratados sobre derechos humanos suscritos y
ratificados por la República y con las leyes que los desarrollen.
27 Artículo 21. Todas las personas son iguales ante la ley; en consecuencia: 1. No se permitirán
discriminaciones fundadas en la raza, el sexo, el credo, la condición social o aquellas que, en
general, tengan por objeto o por resultado anular o menoscabar el reconocimiento, goce o
ejercicio en condiciones de igualdad, de los derechos y libertades de toda persona. 45

https://talcualdigital.com/maestros-en-protestas-han-tenido-respuesta-sus-reclamos/
https://www.elinformadorve.com/17/01/2023/lara/docentes-de-fe-y-alegria-y-avec-suman-su-voz-a-la-protesta-nacional-por-un-salario-digno/
https://www.elinformadorve.com/17/01/2023/lara/docentes-de-fe-y-alegria-y-avec-suman-su-voz-a-la-protesta-nacional-por-un-salario-digno/
https://www.elimpulso.com/2023/12/29/trabajadores-del-sector-educacion-protestan-para-exigir-el-pago-del-bono-de-alimentacion-29dic/
https://www.elimpulso.com/2023/12/29/trabajadores-del-sector-educacion-protestan-para-exigir-el-pago-del-bono-de-alimentacion-29dic/
https://twitter.com/Inaesin1/status/1739645618195243470/photo/1
https://twitter.com/Inaesin1/status/1755236875915190734


2. La ley garantizará las condiciones jurídicas y administrativas para que la igualdad ante la ley
sea real y efectiva; adoptará medidas positivas a favor de personas o grupos que puedan ser
discriminados, marginados o vulnerables; protegerá especialmente a aquellas personas que, por
alguna de las condiciones antes especificadas, se encuentren en circunstancia de debilidad
manifiesta y sancionará los abusos o maltratos que contra ellas se cometan. 3. Sólo se dará el
trato oficial de ciudadano o ciudadana; salvo las fórmulas diplomáticas. 4. No se reconocen
títulos nobiliarios ni distinciones hereditarias.
28 Artículo 23. Los tratados, pactos y convenciones relativos a derechos humanos, suscritos y
ratificados por Venezuela, tienen jerarquía constitucional y prevalecen en el orden interno, en la
medida en que contengan normas sobre su goce y ejercicio más favorables a las establecidas
por esta Constitución y en las leyes de la República, y son de aplicación inmediata y directa por
los tribunales y demás órganos del Poder Público.
29 Artículo 52. Toda persona tiene derecho de asociarse con fines lícitos, de conformidad con la
ley. El Estado estará obligado a facilitar el ejercicio de este derecho.
30 Artículo 59. El Estado garantizará la libertad de religión y de culto. Toda persona tiene
derecho a profesar su fe religiosa y cultos y a manifestar sus creencias en privado o en público,
mediante la enseñanza u otras prácticas, siempre que no se opongan a la moral, a las buenas
costumbres y al orden público. Se garantiza, así mismo, la independencia y la autonomía de las
iglesias y confesiones religiosas, sin más limitaciones que las derivadas de esta Constitución y de
la ley. El padre y la madre tienen derecho a que sus hijos o hijas reciban la educación religiosa
que esté de acuerdo con sus convicciones. Nadie podrá invocar creencias o disciplinas religiosas
para eludir el cumplimiento de la ley ni para impedir a otro u otra el ejercicio de sus derechos.
31 Artículo 19. El acta constitutiva expresará: el nombre, domicilio, objeto de la asociación,
corporación y fundación, y la forma en que será administrada y dirigida. Se protocolizará
igualmente, dentro del término de quince (15) días, cualquier cambio en sus Estatutos.
32 Artículo 19. Son personas jurídicas y por lo tanto, capaces de obligaciones y derechos: […] 3°
Las asociaciones, corporaciones y fundaciones lícitas de carácter privado. La personalidad la
adquirirán con la protocolización de su acta constitutiva en la Oficina Subalterna de Registro del
Departamento o Distrito en que hayan sido creadas, donde se archivará un ejemplar auténtico de
sus Estatutos. […] Las fundaciones pueden establecerse también por testamento, caso en el cual
se considerarán con existencia jurídica desde el otorgamiento de este acto, siempre que después
de la apertura de la sucesión se cumpla con el requisito de la respectiva protocolización.
33 Artículo 21. Las fundaciones quedarán sometidas a la supervigilancia del Estado, quien la
ejercerá por intermedio de los respectivos Jueces de Primera Instancia, ante los cuales rendirán
cuenta los administradores.
34 Artículo 22. En todo caso, en que, por ausencia, incapacidad o muerte del fundador, o por
cualquiera otra circunstancia no pudiere ser administrada la fundación de acuerdo con sus
Estatutos, el respectivo Juez de Primera instancia organizará la administración o suplirá las
deficiencias que en ella ocurran, siempre con el propósito de mantener en lo posible el objeto de
la fundación.
35 Artículo 23. El respectivo Juez de Primera instancia, oída la administración de la fundación, si
fuere posible, podrá disponer la disolución de ésta y pasar sus bienes a otra fundación o
institución, siempre que se haya hecho imposible o ilícito su objeto.
36 Artículo 1651. Las sociedades civiles adquieren personalidad jurídica y tienen efecto contra
terceros desde que se protocoliza el respectivo contrato en la Oficina Subalterna de Registro
Público de su domicilio. Si las sociedades revisten una de las formas establecidas para las
sociedades mercantiles, adquieren personalidad jurídica y tendrán efecto contra terceros,
cumpliendo las formalidades exigidas por el Código de Comercio. Respecto de los socios entre si, 



 la prueba de la sociedad deberá hacerse según las reglas generales establecidas en el presente
Código para la prueba de las obligaciones.
37 Artículo 841. Son igualmente incapaces de heredar por testamento: 1º Las Iglesias de
cualquier credo y los Institutos de manos muertas. 2º Los ordenados in sacris y los ministros de
cualquier culto, a menos que el instituido sea cónyuge, ascendiente, descendiente o pariente
consanguíneo dentro del cuarto grado inclusive del testador.
38 Artículo 167. El que por ofender algún culto lícitamente establecido o que se establezca en la
República, impida o perturbe el ejercicio de las funciones o ceremonias religiosas, será castigado
con arresto desde cinco hasta cuarenta y cinco días. Si el hecho fuere acompañado de
amenazas, violencias, ultrajes o demostraciones de desprecio, el arresto será por tiempo de
cuarenta y cinco días a quince meses.
39 Artículo 169. El que por desprecio a un culto establecido o que se establezca en la República,
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tiempo de uno a tres años, los eclesiásticos que quebranten las disposiciones de la ley sobre
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 eclesiásticos, usurpen la jurisdicción civil, o desconozcan la soberanía de la nación, o
desobedezcan las leyes de la República y las resoluciones y prohibiciones que, en consecuencia,
dicte y establezca el Gobierno. El Tribunal Supremo de Justicia podrá conmutar la pena de que
habla el artículo anterior, en confinamiento por tiempo igual: 1. A un lugar de otra diócesis, si es
Arzobispo, Obispo, Cabildo, Vicario Capitular o Provisor, el que hubiere cometido la infracción. 2.
A un distrito, parroquia o lugar de la misma diócesis, diferente del de la jurisdicción o residencia
del autor de la infracción, si este fuere Vicario foráneo, cura u otro eclesiástico.
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ministro se haya tenido ya en cuenta por la ley.
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50 Artículo 210. No están obligados a declarar: 2. Los ministros o ministras de cualquier culto
respecto de las noticias que se le hubieren revelado en el ejercicio de las funciones propias de
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la Constitución y en los tratados, pactos y convenios internacionales suscritos y ratificados por
la República, en materia de derechos humanos, la persona privada de libertad goza de los
siguientes derechos: a profesar y practicar la religión y culto de su preferencia, a manifestar sus
creencias mediante la enseñanza u otras prácticas, siempre que éstas no se opongan a la moral,
las buenas costumbres y al orden interno.
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serán las siguientes: 2. El trabajo en cualquier rama de la actividad económica de utilidad social
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trabajo del establecimiento penitenciario.
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la Constitución de la República.
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tiene al ejercicio de su cultura propia, expresando, practicando y desarrollando libremente sus
formas de vida y manifestaciones culturales, fortaleciendo su identidad propia, promoviendo la
vitalidad lingüística de su idioma, preservando su propia visión del mundo, profesando sus
religiones, creencias y cultos, así como conservando y protegiendo sus lugares sagrados y de
culto.
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